
 

COLEGIO EMPRESARIAL 
Educamos para la vida… porque la vida es toda una empresa. 

 

UNIDAD DIDÁCTICA # 2 PARA EL DESARROLLO PROCESO ACADÉMICO – 2020  
(PLAN DE CONTINGENCIA NACIONAL). 

 

GRADO: Décimo ASIGNATURA: Ciencias Sociales 

PERIODO: Dos DOCENTE: Vicky Mesa Deossa 

ESTUDIANTE: 

 
1. LOGRO: Explica las características de la violencia ejercida en el contexto del conflicto armado 

en Colombia y cómo afecta la vida social y cultura. 
 

2. Conceptos básicos teóricos. 
 

Queridos estudiantes, los contenidos que anteriormente hemos abordado en clase (presenciales y virtuales), han 
abonado el camino para entender el conflicto colombiano de la segunda mitad del siglo XX, la época de La 
Violencia, la conformación de las guerrillas tanto rurales como urbanas, han hecho que la historia de Colombia este 
siempre marcada por la violencia, ya lo hemos analizado en la Unidad Didáctica Uno.  

Ahora, seguiremos el rastro de eso grupos guerrilleros, la transformación de sus ideales y por ende sus acciones. 
También, entenderemos cómo fue el surgimiento de otros grupos armados ilegales, que nacieron en contrapartida 
a las guerrillas liberales, teniendo el beneplácito de las élites locales y regionales, los paramilitares. Estos grupos, 
guerrillas y paramilitares, encontraron en la década del 80’ un amigo común, el narcotráfico, con el cual financiaron 

sus organizaciones ilegales, encrudeciendo aún más la violencia en el país. 
En esta Unidad Didáctica Dos, retomaremos el informe de ¡Basta ya! Colombia: memorias de guerra y 
dignidad, se tomarán algunos apartados del capítulo: Expansión guerrillera, políticas de paz y eclosión 
paramilitar (1982-1996), en donde se profundizará en los aspectos antes dichos. 

 
EXPANSIÓN GUERRILLERA, POLÍTICAS DE PAZ Y ECLOSIÓN PARAMILITAR (1982-1996) 

La simultaneidad entre la propuesta de paz del presidente Belisario Betancur (1982-1986) y la opción 
militarista de las FARC llevó a una mayor polarización política y social del país durante los años ochenta. 
En el contexto de la política de protección de los Derechos Humanos impulsada por el presidente de 
Estados Unidos, Jimmy Carter (1977-1981), la administración de Betancur optó por dialogar y empezar 
un proceso de paz con las guerrillas, acompañado del otorgamiento de amnistías para los delitos políticos 
de sedición y asonada. Con ello, se marcaba un importante giro en la política oficial frente al tratamiento 
del orden público y al reconocimiento político de los alzados en armadas. Este experimento encontró toda 
suerte de resistencias sociales e institucionales entre los mandos militares, la mayoría de los gremios 
económicos y buena parte del establecimiento político nacional, pero también entre las élites regionales 
que percibían como una amenaza el avance electoral de la izquierda y el asedio guerrillero que se 
manifestaba en las extorsiones y los secuestros.  
La atmósfera social y política, reticente a los diálogos con las diferentes organizaciones guerrilleras, se 
vio afectada por la consolidación política de la Unión Patriótica −UP−, que representaba un mecanismo 
acordado de inserción de guerrilleros de las FARC en el mundo político legal, al lado de algunos 
simpatizantes de la izquierda democrática. Así se pretendía darle cauce a la propuesta de paz de 
Betancur. La dinámica expansiva del nuevo movimiento político tuvo como respuesta una profunda 
desconfianza de las élites locales y regionales, que sentían menoscabados sus intereses políticos con la 
nueva fuerza en ascenso. Los militares, por su parte, interpretaron en la UP la materialización de la 
estrategia de la guerrilla de combinar todas las formas de lucha para la toma del poder. 
De otra parte, las FARC, en su VII Conferencia, realizada en 1982, habían decidido pasar de ser una 
guerrilla defensiva a convertirse en una ofensiva. Esta redefinición de la estrategia de las FARC significó 
una expansión hacia nuevas regiones, cercanas a sus zonas históricas, donde el Partido Comunista 
desarrollaba acciones políticas y sindicales de carácter legal. El hecho de que muchos militantes del 
Partido Comunista y otros activistas de izquierda se sumaran a la Unión Patriótica, despertaba toda suerte 
de desconfianzas en las élites locales, e incluso acusaciones por supuestas ambigüedades frente a la 
opción armada.  



En ese sentido, la fórmula de “combinar todas las formas de lucha” parecía darles la razón a los escépticos 
y opositores de la política de Betancur, al tiempo que era presentada como una justificación para crear 
grupos paramilitares, pues los poderes locales y regionales consideraban que el Estado central los estaba 
dejando abandonados frente a la amenaza guerrillera al negociar con las cúpulas nacionales de la 
insurgencia sin contar con ellos. En regiones como el Magdalena medio, los paramilitares se aliaron con 
las élites regionales para contener los reales o posibles efectos democratizadores de las negociaciones 
entre el Gobierno central y las guerrillas. 
Esta desconfianza de las élites locales y regionales se vio reforzada por el sabotaje y el desafío abierto 
de algunos sectores del Ejército y la Policía que reaccionaban a los intentos del Gobierno nacional de 
limitar su autonomía en el manejo del orden público. Se promovió la conformación de grupos de 
autodefensa amparados en la Ley 48 de 1968, una iniciativa que abrió las puertas a la privatización de la 
lucha contrainsurgente y a la autonomía clandestina de sectores radicales de las Fuerzas Armadas. Esta 
oposición social de las élites regionales concurre con la oposición institucional de los militares para 
afianzar el origen y expansión de los grupos de autodefensa que luego van a mutar en paramilitares. Esta 
concurrencia de intereses tuvo como trasfondo histórico una particular relación de los militares con las 
élites regionales, basada en el apoyo logístico, económico y político en muchas de sus ofensivas 
contrainsurgentes o en su implantación territorial en las periferias, dada la precariedad de recursos del 
Estado para financiar la guerra. A esto se había sumado el hecho de que su misión contrainsurgente 
había condicionado su relación con la población civil, estigmatizando a los sectores pobres y marginados 
como enemigos, en contraste con las élites como aliados dentro de su defensa del Estado. Esta relación 
histórica entre militares y élites en las regiones fue tejiendo una telaraña de compromisos y reciprocidades 
que limitaron la autonomía y la independencia de los militares como representantes del Estado en el 
ámbito local y regional. 
Uno de los episodios más tensos en la difícil relación entre el Gobierno Betancur y las Fuerzas Armadas 
se produjo cuando el presidente de la República solicitó a la Procuraduría General de la Nación adelantar 
una investigación acerca del naciente grupo paramilitar Muerte a Secuestradores (MAS). El informe 
público, presentado por el Procurador General en febrero de 1983, reconoció que 69 de los 163 miembros 
de ese grupo eran integrantes de las Fuerzas Armadas. 
Entre tanto, las FARC continuaban con la ampliación territorial de sus frentes de guerra, apoyadas en el 
recrudecimiento del secuestro y la extorsión para, de esta manera, hacer fracasar la opción de Betancur 
por una salida negociada del conflicto. 
Las FARC inscribían las negociaciones en su proyecto de expansión territorial y consolidación de un 
ejército popular para una guerra prolongada, mientras que el M-19 buscaba conseguir mayor 
protagonismo político al privilegiar la presión militar. Por su parte, los gremios reducían la paz al desarme 
y la desmovilización de la guerrilla, sin pensar en la necesidad de reformas económicas y sociales. Los 
partidos políticos utilizaban la paz como bandera electoral, sin asumir las reformas necesarias del régimen 
político. 
Un nuevo y decisivo obstáculo para el proceso de paz fue la toma del Palacio de Justicia por parte del M-
19 y la retoma del mismo por parte del Ejército, en noviembre de 1985. Esta acción expresaría el fracaso 
de los diálogos entre el Gobierno y ese grupo. Desde entonces, el asesinato sistemático de militantes de 
la UP y de otras personas consideradas simpatizantes de la insurgencia llevó a la ruptura definitiva de la 
tregua en 1987. La crisis irreversible del proceso incidiría profundamente en la opción posterior del M-19 
de privilegiar el desarrollo militar en detrimento de su dimensión política. Por otro lado, para la mayor 
parte de la opinión pública se había hecho obvio que el proceso de paz de Betancur había sido hábilmente 
aprovechado por las guerrillas para ampliar sus frentes y afectar a regiones que estaban más integradas 
a la vida política y económica de la nación: entre 1981 y 1986, el EPL pasó de tener dos frentes a contar 
con doce; el ELN pasó de tres frentes a diez; y las FARC, de diez frentes a 31.  
La lectura del avance electoral de la izquierda y del auge de la movilización social como expresión de un 
potencial levantamiento revolucionario —que era la opinión de sectores radicales de las Fuerzas Militares 
y de los grupos paramilitares—, tiene su correlato en las guerrillas. Estas promovieron la protesta social 
con la finalidad de crear una situación de desestabilización social y política que desembocara en un 
levantamiento popular.  
En este contexto, las tensiones entre el Gobierno nacional y las Fuerzas Militares se avivaron, a la par 
que se multiplicaron los grupos de autodefensa y mutaron aceleradamente en grupos paramilitares, los 
cuales desencadenaron una brutal represión contra la población civil, mediante las masacres y los 
asesinatos selectivos. En ese contexto, los grupos paramilitares del Magdalena medio se consolidaron, 
e irrumpieron nuevos grupos en varias zonas del país: en Córdoba bajo el liderazgo de Fidel Castaño; en 
el Cesar, con los hermanos Prada; en la Sierra Nevada de Santa Marta, con Hernán Giraldo y Los Rojas; 
en Casanare, con Los Buitrago; y en los llanos orientales y Putumayo, con los aparatos armados al 



servicio del narcotráfico. Las acciones paramilitares no siempre fueron perpetradas por estructuras 
armadas constituidas al margen de la ley, sino que en muchos casos fueron acciones clandestinas de 
sectores radicales de las Fuerzas Militares, o simplemente acciones sicariales que respondían a alianzas 
funcionales y coyunturales entre distintos actores económicos, políticos y militares que no apuntaban a 
la conformación de grupos o comandos permanentes. 
En medio del recrudecimiento de la guerra sucia, distintos sectores de las Fuerzas Militares insistían en 
defender públicamente la existencia de los grupos de autodefensa y se negaban a condenarlos. Este 
apoyo se prorrogó con la aprobación del Manual EJC-3-10 (reglamento de combate de contraguerrillas), 
por parte del entonces comandante del Ejército —y luego ministro de Defensa— Óscar Botero, en 
noviembre de 1987, que reiteraba a las Juntas de Autodefensa como uno de los principales apoyos en la 
lucha contrainsurgente. 
Este paraguas legal llevó a varios batallones militares en el Magdalena medio a darle apoyo logístico, 
proveer armas y municiones y respaldar a varios grupos de autodefensa que habían surgido para 
protegerse de la agresión guerrillera. El respaldo militar a estos grupos, con sede principal en Puerto 
Boyacá, coincidió con la llegada a esa región de varios narcotraficantes, entre ellos Pablo Escobar, 
Gonzalo Rodríguez Gacha y Jairo Ortega, quienes compraron allí extensas fincas para montar 
laboratorios clandestinos e invertir en ellas las enormes ganancias de sus negocios ilícitos. Estos hombres 
llegaron con sus ejércitos privados y pronto terminaron aliados con los grupos de autodefensa, e 
indirectamente con los militares, en la causa común de contrainsurgencia. El refuerzo financiero le 
permitió a los paramilitares consolidar un dominio absoluto en esa región, y extenderse a otras zonas del 
país, bien fuera para proteger laboratorios (Putumayo y Caquetá) y rutas de exportación (Córdoba, 
Magdalena), o para combatir a la guerrilla (llanos orientales).  
La guerrilla se militarizó y la Fuerza Pública criminalizó a la izquierda democrática y en general a la 
movilización social expresada en huelgas, paros cívicos y otras formas de manifestación. Así, unos y 
otros diluyeron la frontera entre combatientes y civiles, entre luchas sociales y acciones insurgentes.  
Desde luego, el golpe más notable a los esfuerzos de Barco por relegitimar la vía política fue el asesinato 
sistemático de militantes y dirigentes de la Unión Patriótica. Tal fue el caso de José Antequera el 3 de 
marzo de 1989, Diana Cardona el 26 de febrero de 1990, entre otros y de los candidatos presidenciales 
Jaime Pardo Leal, en octubre de 1987, y Bernardo Jaramillo Ossa, en marzo de 1990. Estos crímenes se 
hicieron extensivos a otros grupos, como el asesinato de Carlos Pizarro Leongómez, en abril de 1990, 
dirigente político de la entonces recientemente desmovilizada guerrilla del M-19 y candidato presidencial 
por el nuevo movimiento político Alianza Democrática M-19. Dicha cadena de crímenes se produjo pese 
a los esfuerzos públicos de la dirigencia de la UP por deslindarse de las FARC, incluyendo la decisión del 
V Pleno de la UP, celebrado en 1987, de distanciarse de dicha organización guerrillera. Esta serie de 
asesinatos se había iniciado ya desde el Gobierno de Betancur, en la campaña electoral de 1986, y 
prosiguió luego con el crimen de Jaime Pardo Leal, en octubre de 1987. La ola de terror y de guerra sucia, 
asociada al exterminio iniciado en 1986, fue especialmente intensa en regiones como Urabá, bajo Cauca 
antioqueño, Magdalena Medio, Arauca y Meta, donde la UP había logrado desplazar a la clase política 
tradicional.  
En total fueron asesinados dos candidatos presidenciales —Jaime Pardo Leal y Bernardo Jaramillo 
Ossa—, ocho congresistas, 13 diputados, 70 concejales, 11 alcaldes y miles de sus militantes. Los 
asesinatos fueron perpetrados por grupos paramilitares, miembros de las Fuerzas de Seguridad del 
Estado (Ejército, Policía secreta, Inteligencia y Policía regular), muchas veces en alianza con los 
narcotraficantes, según lo han documentado los fiscales de Justicia y Paz.No obstante, a pesar de la 
pérdida de representación política, la UP resistió el embate de la violencia y sobrevivió. En las elecciones 
de 1990 la población eligió a tres senadores, cuatro representantes a la Cámara, 24 diputados, 12 
alcaldes y 257 concejales del partido. Estas cifras, pese a que demostraban una reducción de su 
representación política en el Congreso de la República (tuvieron cinco senadores y nueve representantes 
a la Cámara en las elecciones de 1986), confirmaban su estabilidad en el ámbito local y regional, en 
donde habían sido elegidos 15 alcaldes, 261 concejales y 10 diputados en las elecciones de 1988. 
Para finales del mandato de Barco, la crisis se hizo más patente debido al agravamiento de la violencia 
paramilitar, con acciones como la matanza de funcionarios judiciales en La Rochela, Barrancabermeja, 
región del Magdalena medio, el 18 de enero de 1989. Ante esta masacre, el Gobierno impartió una orden 
al DAS para que investigara la estructura criminal de los grupos paramilitares en esa región. Igualmente, 
derogó la Ley 48 de 1968, a través de los decretos 813 y 814 de 1989, que penalizaban la promoción, 
financiación, apoyo y conformación de grupos paramilitares. 
La explosión del fenómeno paramilitar puso en escena el entrecruzamiento del narcotráfico con el 
conflicto armado. Esta nueva intervención del financiamiento del narcotráfico se produjo por la confluencia 
de los intereses de tres sectores: los de las élites económicas, que buscaban defender su patrimonio; los 



de los propios narcotraficantes, que buscaban expandir sus negocios ilegales y querían protegerse de las 
presiones extorsivas de la guerrilla a los laboratorios y a la compra de hoja de coca; y los de los militares, 
que tenían como propósito atacar a la guerrilla y al enemigo civil interno. Esto último puede concluirse a 
partir del informe de la Procuraduría General de la Nación, acerca del MAS, del 20 de febrero de 1983. 
El ente de control documentó que en realidad no existía un solo grupo llamado MAS, sino que era un 
nombre genérico bajo el cual actuaba el paramilitarismo del Magdalena medio, y en el que estaban 
involucradas 163 personas, de la cuales 59 estaban en servicio activo de las Fuerzas Armadas. 
El narcoparamilitarismo es, en consecuencia, una de las primeras expresiones de la vinculación activa 
de los narcotraficantes al conflicto armado, ya fuese en su rol de financiadores o en el de artífices de 
organizaciones armadas. Esta situación también evidenció una reconfiguración del problema agrario: el 
investigador Alejandro Reyes calculó que la compra masiva de tierras por parte de los narcotraficantes 
se había extendido a 409 municipios (cerca de la mitad del territorio nacional), entre los años ochenta y 
la primera mitad de los noventa. Esto significó, de facto, un nuevo proceso de concentración de la tierra 
que operó como una contrarreforma agraria con capacidad de limitar aún más los resultados de la reforma 
agraria impulsada por el Gobierno de Virgilio Barco.  
Es preciso destacar que, si bien esta alianza fue marcadamente contrainsurgente, hacia mediados de los 
años ochenta, en su doble papel de élites emergentes y empresarios ilegales, los narcotraficantes 
irrigaron recursos económicos a todos los actores del conflicto armado. Las organizaciones del 
narcotráfico instrumentalizaron a los actores armados y sus disputas en función de la actividad ilícita, 
pero también entraron en confrontaciones con estos por el dominio de los recursos y los territorios.  
Ahora bien, el impacto del narcotráfico no se limitó a la provisión de recursos o actores para el conflicto 
armado, sus efectos sociales y culturales cambiaron profundamente el contexto en el cual este discurre. 
El poder corruptor del narcotráfico permeó a la clase política y a distintas instituciones del Estado, 
configurando un antecedente de cooptación del Estado que allanó el camino para los actores armados, 
porque antes de la parapolítica fue la narcopolítica y en muchos sentidos la primera es la prolongación 
histórica de la segunda. Esta cooptación mafiosa del Estado y la política deterioró los referentes éticos 
de la acción política y la gestión pública. A esto habría que sumar el impacto cultural del narcotráfico 
relacionado con la apertura de una vía rápida de ascenso social basada en la cultura del dinero fácil y la 
instrumentalización de la violencia, provocando una banalización de la violencia y un deterioro de los 
referentes éticos de la sociedad que no tienen que ver únicamente con no cuestionar la moralidad de los 
medios sino también la de los fines. En este proceso de reconfiguración social y cultural, el misticismo 
del guerrillero de los años sesenta y setenta, que calaba tanto en el país urbano, fue reemplazado por el 
pragmatismo del narcotraficante, que de hecho se convirtió en un referente socialmente aceptado de 
movilidad social exitosa para amplios sectores de la población.  
 
Caricatura: Es un tipo de representación gráfica exagerada de unos personajes o de unos hechos con 

el fin de poder trasmitir un mensaje, una idea, la mayoría de veces sarcástica sobre una cuestión 
determinada. Consta de un encadenamiento de trazos expresivos, simbólicos, pero muy simples con los 
que trasmitir ideas por medio de las imágenes. 
 
Caricatura social 
La caricatura social es una representación plástica, un dibujo burlón o una alegoría exagerada de un 
sector de la sociedad o de sus personajes en plan de burla, crítica o chanza. 

 

Imagen tomada de: https://www.eltiempo.com/opinion/caricaturas/matador/las-aguilas-negras-caricatura-de-matador-324294 

https://www.eltiempo.com/opinion/caricaturas/matador/las-aguilas-negras-caricatura-de-matador-324294
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3. Actividad evaluativa procedimental. 

a. Elabora una caricatura social de la lectura abordada.  
 

4. Actividad evaluativa conceptual. 
Responde las siguientes preguntas: 

a. ¿Cómo fue el surgimiento de los paramilitares y por qué tuvieron tanta fuerza en 
Colombia? 

b. ¿A qué se refiere el texto cuando habla de “expansión guerrillera”? 
c. ¿Qué relación se encuentra entre el narcotráfico, los paramilitares y las guerrillas 

colombianas? 
d. ¿Qué papel jugó el Estado colombiano en el conflicto armado de la segunda mitad del 

siglo XX? 
 

 
 
AUTO-EVALUACIÓN:  
 

NOTA: Asigna una valoración de 1 a 100 según el trabajo realizado con 
el logro y luego realiza el promedio (suma las notas y divide entre 6). 

VALORACIÓN 

Responsabilidad con el trabajo en casa.   

Tiempo de trabajo dedicado en la plataforma o en el taller escrito.   

Puntualidad en la entrega de trabajos.   

Dedicación, compromiso, interés en el desarrollo del taller individual.   

Grado del nivel de apropiación de los contenidos tratados.   

Auto cuidado y compromiso con la salud personal y pública.   

PROMEDIO   
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